Llevar la política a los estadios fomenta la violencia. Si lo hacen los independentistas en el Camp Nou, saltan las chispas. Especialmente en Valencia.

24 de octubre de 2005.  El Estatuto de Pasqual Maragall es inconstitucional en varios puntos, según el mismo José Luis Rodríguez Zapatero que lo ha auspiciado. Y es anticonstitucional según Mariano Rajoy, que con el Partido Popular se ha lanzado a explicar por qué no sólo se sale de la Constitución sino que la rompe. Con esto crece la crispación en toda España.

Pero para enfadados, lo que se dice enfadados, los valencianos. El pasado sábado, antes del partido de fútbol entre el F.C.Barcelona y el C.A. Osasuna en el Camp Nou fue oficialmente expuesta por el club catalán sobre el terreno de juego una pancarta en la que se mostraba un mapa de los "Països Catalans". Es decir, de la "Gran Cataluña" auspiciada por los independentistas que incluiría, además del Principado, las Baleares, el Rosellón, la Cerdaña francesa, parte de Aragón, Alguer (Alghero) en la Cerdeña italiana y, como plato fuerte, el antiguo reino de Valencia. Una posibilidad, por cierto, recogida en el proyecto de Estatuto que se debate estos días en las Cortes.

La Coordinadora de Asociaciones para la Lengua Catalana (CAL), que propició el hecho con el respaldo del presidente barcelonista Joan Laporta y sin ninguna protesta de los políticos catalanes presentes, puede tener la opinión que desee; y el club deportivo, como entidad privada, también. Pero la financiación pública de esas actividades, su retransmisión televisada a toda España debe implicar consecuencias políticas como las que ya ha exigido la Comunidad Valenciana.

El acierto en la denuncia es del consejero valenciano de Relaciones Institucionales, Esteban González Pons. No se trataba de plantear su evidente discrepancia política de esa opción, sino de analizar seriamente sus responsables y sus consecuencias. Ante la opinión pública española, inquieta por estos asuntos, unir política y fútbol implica hoy fomentar la violencia en el deporte. Precisamente cuando teóricamente más rígido es el control de los grupos ultras y de sus símbolos en los estadios, un gran club decide apadrinar una iniciativa que traerá sin duda consecuencias. Pons ha pedido que intervenga el Comité Antiviolencia investigando la responsabilidad Laporta, de quien depende lo que ha pasado y de lo que suceda a continuación.

Los valencianos son gente razonable, pero no se les puede pedir que acepten sin reacción la ofensiva política y cultural que proviene de otra Comunidad Autónoma, que cuenta con el respaldo de la Generalitat y de un gran club como el Barça, hasta ahora con tantos aficionados en toda España. El independentismo catalán no tiene ninguna relevancia política en Valencia, pero así es la voluntad democrática de un pueblo. Emplear el deporte y los medios de comunicación para alterar una realidad histórica y una autonomía democrática es algo más que un error –por más que Laporta crea que favorece sus planes personales-: es un lastre para el futuro del F.C. Barcelona y para la imagen de Cataluña en el resto de las regiones. No digamos en Valencia.
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